SENTENCIA DE TUTELA 1ªINSTANCIA N°30                                                       RADICACIÓN:  66001220400020170012500
ACCIONANTE:SANDRA MILENA ALONSO CRUZ  

                                                                     NIEGA POR HECHO SUPERADO 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia -

 1ª instancia -21 de junio de 2017 

Proceso: 

Acción de Tutela – Niega amparo por hecho superado
Radicación Nro. :
  
66001220400020170012500
Accionante: 

SANDRA MILENA ALONSO CRUZ

Accionado:


JUZGADO CATORCE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.
Magistrado Sustanciador: 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:
       

DERECHOS A LA LIBERTAD Y DE LOCOMOCIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. No puede negarse que razón le asistió a la actora para instaurar la acción de tutela, porque en efecto, tal como se advierte de la respuesta dada por el despacho accionado, al momento de presentar la demanda de tutela aún no se habían enviado los oficios correspondientes a las diferentes entidades señaladas en el artículo 485 C.P.P.; no obstante, según informó la titular de ese juzgado a esta Corporación, el Centro de Servicios Administrativos, dependencia encargada de hacer dichas comunicaciones, ante el requerimiento efectuado por ella en auto de junio 14 de 2017, procedió a cumplir con lo dispuesto en la providencia interlocutoria de diciembre 01 de 2016, y en ese sentido, remitió oficios a la DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL POLICÍA NACIONAL-DIJIN, al CENTRO DE INFORMACIÓN SOBRE ACTIVIDADES DELICTIVAS- CISAD, a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, y el formato de novedades de sanciones penales de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de los cuales aportó copias con recibidos de junio 14 y junio 15 de 2017. A consecuencia de lo anterior, en el presente caso esta Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a la pretensión de la tutelante, esto es, informar a las autoridades pertinentes la pérdida de vigencia de los antecedentes que figuren por cuenta de las penas que fueron objeto de prescripción, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión del despacho tutelado, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados. 

                             REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                             PEREIRA-RISARALDA 

                                                  RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 554
                                                    Hora: 3:45 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana SANDRA MILENA ALONSO CRUZ contra el Juzgado Catorce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la libertad y a la locomoción.
2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela por la señora ALONSO CRUZ se puede sintetizar así: (i) en sentencia de noviembre 26 de 2010 el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bogotá D.C., la condenó a la pena de 64 meses de prisión como coautora del delito de receptación; (ii) en noviembre de 2016 solicitó al Juzgado Catorce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad decretar la prescripción de la sanción, petición a la que se accedió mediante auto de diciembre 01 del mismo año, de conformidad con lo establecido en el artículo 89 de la Ley 599/00; (iii) pese a ello, figura vigente en su contra una orden de captura, y no obstante que en el juzgado le indicaron que en dos meses desaparecerá el registro, varias veces ha sido detenida y privada de su libertad injustamente.
De conformidad con lo anterior, solicita la protección de sus derechos a la libertad y a la locomoción, y se le ordene al juzgado accionado, oficiar a las autoridades respectivas, entre ellas, a la SIJIN, con el fin de cancelar la referida orden de captura. 

3.- CONTESTACIÓN

-La titular del Juzgado Catorce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. se pronunció en los siguientes términos:

Informó que el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esa ciudad en sentencia de noviembre 26 de 2010, condenó a la señora SANDRA MILENA ALONSO CRUZ a la pena de 64 meses de prisión, multa de 66 s.m.l.m.v., inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción privativa de la libertad, y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, como coautora del delito de receptación. Determinación que fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá en marzo 07 de 2011, y quedó en firme en julio 06 de 2011, al haberse inadmitido el recurso de casación por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal.
Señaló que ese despacho judicial avocó el conocimiento de las diligencias en febrero 27 de 2012, y en auto de diciembre 01 de 2016, previa solicitud de la sentenciada -noviembre 09 de 2016-, decretó la prescripción de la pena principal y las accesorias, y dispuso que una vez ejecutoriada la decisión, por parte del Centro de Servicios Administrativos de esa ciudad, se oficiara a las autoridades que conocieron del fallo, en consonancia con lo consagrado en el artículo 485 C.P.P., para efectos de la actualización de los registros y antecedentes que por esta causa se originaron contra la accionante.

En auto de junio 14 requirió a la mencionada dependencia para que realizara los oficios indicados en el providencia interlocutoria referida, y procedieran a radicar las mismos de manera inmediata, lo cual fue debidamente acatado -anexa copia de las comunicaciones con sello de recibido-.

Asegura que el despacho que preside no ha vulnerado derecho fundamental alguno de la tutelante, toda vez que ha atendido y comunicado las diferentes solicitudes deprecadas por ella.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales invocados por la tutelante; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar el despacho involucrado a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La ciudadana SANDRA MILENA ALONSO CRUZ acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales a la libertad y a la locomoción, consistente en que el Juzgado Catorce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., pese a haber decretado la prescripción de la sanción penal que le había sido impuesta, en proveído de diciembre 01 de 2016, al momento de interponer el amparo no había efectuado las comunicaciones pertinentes a las autoridades encargadas de administrar las bases de datos de antecedentes penales, razón por la que ha sido detenida en varias ocasiones, puesto que le figura una orden de captura vigente en razón del citado proceso. 
No puede negarse que razón le asistió a la actora para instaurar la acción de tutela, porque en efecto, tal como se advierte de la respuesta dada por el despacho accionado, al momento de presentar la demanda de tutela aún no se habían enviado los oficios correspondientes a las diferentes entidades señaladas en el artículo 485 C.P.P.; no obstante, según informó la titular de ese juzgado a esta Corporación, el Centro de Servicios Administrativos, dependencia encargada de hacer dichas comunicaciones, ante el requerimiento efectuado por ella en auto de junio 14 de 2017, procedió a cumplir con lo dispuesto en la providencia interlocutoria de diciembre 01 de 2016, y en ese sentido, remitió oficios a la DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL POLICÍA NACIONAL-DIJIN, al CENTRO DE INFORMACIÓN SOBRE ACTIVIDADES DELICTIVAS- CISAD, a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, y el formato de novedades de sanciones penales de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de los cuales aportó copias con recibidos de junio 14 y junio 15 de 2017.
A consecuencia de lo anterior, en el presente caso esta Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a la pretensión de la tutelante, esto es, informar a las autoridades pertinentes la pérdida de vigencia de los antecedentes que figuren por cuenta de las penas que fueron objeto de prescripción, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión del despacho tutelado, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados
. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la ciudadana SANDRA MILENA ALONSO CRUZ, por cuanto se configuró un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10.
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